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			PRÓLOGO

			La obra que el lector tiene entre sus manos tiene como objetivo la aportación de información rigurosa y accesible sobre la realidad económica de España. Su vocación es contribuir al conocimiento, facilitar el análisis y enriquecer el debate público desde una perspectiva constructiva.

			Que la libertad económica está estrechamente vinculada a la prosperidad no es una intuición, sino una realidad ampliamente respaldada por la evidencia empírica. Los países con mayores niveles de apertura económica y menor intervención tienden, de forma sistemática, a alcanzar mayores cotas de desarrollo. Así lo reflejan, desde hace décadas, los principales índices internacionales elaborados por instituciones como la Heritage Foundation o el Fraser Institute, que permiten observar cómo los entornos más favorables a la iniciativa privada y a la competencia generan mayores niveles de riqueza y bienestar.

			Esta relación no se limita al ámbito internacional. También dentro de un mismo país es posible identificar diferencias significativas en función del marco institucional y de las políticas aplicadas. España constituye, en este sentido, un caso especialmente interesante. Su estructura descentralizada ha dado lugar a una notable diversidad de enfoques en materias como la fiscalidad, el gasto público o la regulación económica. Este Libro parte precisamente de esa realidad: la existencia de los distintos modelos económicos autonómicos conviviendo bajo un mismo marco nacional.

			A lo largo de sus páginas, el lector encontrará un análisis comparado que permite comprender cómo esas diferencias influyen en el dinamismo económico de cada territorio. Algunas comunidades han configurado entornos más propicios para la actividad empresarial y la inversión, mientras que otras mantienen marcos más restrictivos. El resultado es un mapa económico diverso, en el que las decisiones de política pública tienen efectos apreciables a medio y largo plazo.

			El papel del sector público, su dimensión y su interacción con el ámbito privado constituyen elementos clave en este análisis. Más allá de planteamientos teóricos, este Libro ofrece una aproximación basada en datos, que permite observar cómo distintos equilibrios entre regulación y libertad económica se traducen en resultados diferentes.

			Confío en que estas páginas ayuden a comprender mejor la diversidad económica de nuestro país y a valorar la importancia de contar con marcos institucionales que favorezcan el crecimiento, la innovación y el bienestar de los ciudadanos.

			Quiero aprovechar estas líneas para agradecer el gran trabajo del profesor Francisco Cabrillo y sus valiosos colaboradores a lo largo de los casi 20 años que lleva estudiando la materia objeto de esta obra, y que se ha convertido en referencia obligada en el estudio de la libertad económica y el papel del sector público en las Comunidades Autónomas.

			Julio Pomés

			Presidente de la Fundación Civismo

		

	
		
			
			INTRODUCCIÓN

			1. LOS ÍNDICES DE LIBERTAD ECONÓMICA

			Con esta nueva edición de La Libertad Económica en España se consolida un proyecto de análisis riguroso y sostenido en el tiempo cuyo objetivo es medir, con criterios objetivos y comparables, la evolución de la libertad económica en las diecisiete Comunidades Autónomas de nuestro país. Desde su primera edición hace ya dieciocho años, este índice regional ha aportado una visión imprescindible sobre las diferencias de política económica entre regiones y sus efectos sobre el crecimiento, la competitividad y el bienestar de los ciudadanos.

			No abundan en el mundo estudios comparables, debido a que este tipo de análisis solo tiene sentido en países con un alto grado de descentralización administrativa y política. España, con un sistema autonómico que otorga a las Comunidades Autónomas competencias amplias en materia fiscal, regulatoria y de gasto, constituye un caso ideal para analizar cómo la intervención o liberalización económica a nivel subnacional influye directamente en el dinamismo económico regional.

			En el plano internacional, los índices de libertad económica más reconocidos —﻿como el Index of Economic Freedom de la Heritage Foundation y el Economic Freedom of the World del Fraser Institute﻿— llevan más de tres décadas evaluando la intervención estatal en las economías de todo el mundo. A través de indicadores objetivos como el tamaño del Estado, el nivel de regulación, la seguridad jurídica o la apertura comercial, estos índices ofrecen un reflejo fiel de hasta qué punto las economías del planeta respetan los principios de libre empresa, mercado competitivo y mínima interferencia del poder político.

			La posición de España en el Index of Economic Freedom internacional debería ser motivo de preocupación para quienes consideran que una mayor libertad económica es un factor importante para el desarrollo y la prosperidad de un país. En la edición del año 2025 ocupa el puesto 53 de 184 países, lo que nos coloca en la tercera categoría de las cinco en las que se clasifican los países estudiados, que se denomina «Países moderadamente libres»; por encima de aquellas economías consideradas «reprimidas» o «mayoritariamente no libres», pero por debajo de los países que son considerados «libres» o «mayoritariamente libres». El Index analiza también la posición de cada país en el área a la que pertenece; en nuestro caso, la región europea. Esta está integrada por 46 países, y España ocupa el puesto 29, con una puntuación ligeramente inferior al valor medio de los países del continente. Como en años anteriores obtenemos una puntuación mejor que países como Francia o Italia, pero bastante peor que la de las naciones más libres de Europa, encabezadas por Suiza e Irlanda. Es interesante señalar que la mayoría de los países de la antigua Europa socialista nos superan hoy en libertad económica; hecho que contribuiría a explicar por qué España pierde posiciones en términos relativos en PIB per cápita por poder de compra en Europa; lo que se manifiesta no solo en términos del deterioro de nuestras cifras frente a la media europea, sino también en el hecho de que, en esta variable, hayamos sido superados ya por naciones como la República Checa o Eslovenia; estemos al mismo nivel que Lituania; y se reducen las diferencias con otros países como Polonia o Hungría que, previsiblemente, nos alcanzarán e incluso superarán en un plazo no muy largo.

			A efectos del análisis de la política económica, resulta muy interesante desagregar las cifras, de modo que podamos analizar en qué variables cada país ocupa una posición mejor o peor en lo que al grado de libertad económica hace referencia. Si se desagregan por indicadores los resultados que España obtiene en la última edición del Index of Economic Freedom se observa que la posición que ocupa es bastante diferente según las diversas variables que lo integran. En concreto, consigue sus mejores posiciones en variables como: respeto a los derechos de propiedad, libertad en el mundo empresarial, comercio internacional o estabilidad monetaria. Mientras las peores puntuaciones las recibe nuestro país en los indicadores que muestran el comportamiento del sector público; como son: el nivel de gasto público, la solvencia de las finanzas públicas y la presión fiscal que soportan las personas y las empresas. Y es importante señalar que, en los indicadores en los que nuestro país obtiene sus mejores resultados, es muy relevante el papel que desempeña la Unión Europea, que tiene competencias importantes en la regulación de la actividad empresarial y competencias exclusivas en el campo de la política monetaria y el comercio internacional. Los indicadores españoles que muestran peores resultados son, en cambio —﻿con solo alguna excepción como la referida a los límites al déficit público establecido por la UE﻿—, competencia interna de cada nación.

			Pero los resultados de algunas de estas variables internas no se explican solo por las políticas del gobierno de España. En no pocos casos las Comunidades Autónomas influyen de una manera significativa en los resultados finales. Por ello, si se intenta diseñar políticas que favorezcan la libertad económica y el progreso del país es necesario estudiar también estos datos a nivel regional. Aunque las Comunidades Autónomas españolas no tienen competencias en cuestiones de política interna tan relevantes para la economía como el sistema de pensiones o la regulación del mercado de trabajo, sí las tienen —﻿y muy amplias en algunos casos﻿— en materias como la presión fiscal, el gasto público, la sanidad o la educación y algunos aspectos de la regulación de la actividad empresarial. Por ello, en un país tan descentralizado como el nuestro es muy importante completar los resultados de los indicadores nacionales con los datos desagregados de las Comunidades Autónomas.

			2. LOS ÍNDICES REGIONALES

			Cuando se analiza la libertad económica real de empresas y ciudadanos en España, es esencial comprender que la regulación y fiscalidad a las que están sometidos proceden de cuatro niveles de gobierno: el municipio, la Comunidad Autónoma, el Estado y la Unión Europea. La superposición de normas, competencias compartidas y una inercia regulatoria creciente dificultan, para el ciudadano común o el emprendedor, discernir qué nivel de gobierno es responsable de cada carga o restricción. Precisamente por eso, un índice como el que aquí presentamos —﻿centrado en el nivel autonómico﻿— se convierte en una herramienta útil para desentrañar en qué medida la acción política de una Comunidad concreta impulsa o frena el dinamismo económico.

			Aunque las competencias de las Comunidades Autónomas no son ilimitadas, sí son lo suficientemente amplias —﻿en materias como gasto público, tributación, regulación económica sectorial o servicios esenciales﻿— como para generar notables diferencias entre regiones. La capacidad de actuación económica de las Comunidades Autónomas está condicionada por múltiples niveles de autoridad. Por un lado, el Estado central establece marcos regulatorios y presupuestarios que limitan su margen de maniobra. Por otro, los propios Estados miembros operan dentro de las directrices fijadas por las instituciones europeas, como el Banco Central Europeo o la Comisión Europea, que influyen decisivamente en la política macroeconómica nacional. Esta estructura multinivel —﻿donde la UE condiciona a los Estados y estos, a su vez, a las entidades subnacionales﻿— implica que la verdadera autonomía económica regional se concentra, en la práctica, en aquellos ámbitos donde las decisiones de la comunidad autónoma pueden generar efectos directos y tangibles sobre la actividad productiva.

			Existen evidencias —﻿como muestran estudios sobre los Länder alemanes o los Estados federados en EE.UU.﻿— de que las diferencias en política económica regional pueden ser incluso más marcadas que las observadas entre gobiernos nacionales. En efecto, mientras que la política macroeconómica tiende a estar sujeta a reglas comunes, las políticas regionales dependen mucho más del color político de cada gobierno autonómico, que decide si apuesta por la libertad de empresa o por el intervencionismo. Este hecho incrementa el valor analítico del índice que presentamos: permite contrastar de manera empírica hasta qué punto las decisiones de política autonómica afectan a la libertad económica de los ciudadanos.

			En el plano internacional, los índices regionales de libertad económica comenzaron a elaborarse algo más tarde que sus equivalentes nacionales, pero tienen también una experiencia consolidada. Estados Unidos, gracias a su estructura federal, es el paradigma en este sentido. El Fraser Institute, elabora desde hace 25 años el Economic Freedom of North America, que mide la libertad económica en los 50 Estados de la Unión. Las provincias canadienses y los Estados mejicanos. En Europa, España fue pionera al publicar, en 2008, la primera edición de este estudio, convirtiéndose en referencia para la evaluación del intervencionismo a nivel regional.

			Existen dos tipos de metodologías para construir índices de libertad económica: la primera se basa en datos estadísticos objetivos, mientras la segunda recoge la percepción de expertos mediante encuestas cualitativas. Nuestra aproximación se sitúa en el primer grupo, empleando exclusivamente datos verificables de fuentes públicas. Esto garantiza transparencia, trazabilidad y, sobre todo, comparabilidad a lo largo del tiempo y entre territorios.

			El objetivo del índice es claro: medir hasta qué punto cada Comunidad Autónoma ha promovido o restringido la libertad económica en el ámbito de sus competencias. El índice no busca evaluar la coyuntura económica regional, sino el marco institucional que condiciona esa coyuntura. Por ello, una región mejora su posición relativa en el ranking si aplica políticas menos intervencionistas que otras. Esto permite identificar dinámicas estructurales de deterioro o mejora, a lo largo del tiempo, más allá de los vaivenes a corto plazo.

			Esta es la 6.ª edición del Índice de Libertad Económica en España, y como las anteriores (2008, 2011, 2013, 2015 y 2022) no es un mero ejercicio académico: es una herramienta crítica para evaluar, con datos objetivos, hasta qué punto cada Comunidad Autónoma ha contribuido a facilitar o entorpecer la actividad económica, la inversión, la innovación y la creación de empleo. En un país donde el crecimiento económico coexiste con un paro estructural crónico, una productividad estancada y una deuda pública en niveles de récord, resulta más urgente que nunca evaluar con rigor las políticas autonómicas y promover reformas orientadas a ampliar la libertad económica como motor de bienestar. En los lugares donde se facilita la libertad para emprender tienden a surgir oportunidades económicas. Mientras que en aquellos con elevados impuestos, regulaciones estrictas y trabas burocráticas suelen aumentar la economía informal, las prácticas clientelares y las actitudes de conformismo.

			3. LIBERTAD ECONÓMICA EN ESPAÑA 2026

			Como en las ediciones anteriores, la presente actualización del Índice de Libertad Económica en España se fundamenta en la elaboración de doce indicadores para cada una de las Comunidades Autónomas. Seis de ellos miden la dimensión del sector público —﻿incluyendo el gasto público autonómico, el esfuerzo fiscal, el volumen de deuda pública regional, el empleo público, los impuestos propios y las transferencias recibidas o concedidas﻿—. Los otros seis evalúan la intensidad regulatoria en sectores clave como el comercio, la educación, la sanidad y la vivienda, así como la intervención autonómica en el medio ambiente y la libertad de movilidad, tanto nacional como internacional.

			Los sectores seleccionados no lo han sido solo por su importancia económica general —﻿que es indiscutible﻿—, sino también por la existencia de diferencias regulatorias apreciables entre regiones. Sectores como el mercado laboral o el régimen de la Seguridad Social, por ejemplo, quedan fuera del análisis por estar regulados de forma uniforme a nivel estatal. Por ello el índice se centra en aquellos ámbitos en los que la acción autonómica tiene capacidad real para introducir diferencias y crear incentivos —﻿u obstáculos﻿— específicos al desarrollo económico.

			La edición de 2026, elaborada sobre datos de 2023 y 2024, confirma algunas tendencias de fondo observadas desde hace más de una década, pero también refleja alteraciones relevantes en el ranking regional. En cuanto a la estabilidad, la Comunidad de Madrid continúa ocupando con claridad la primera posición en libertad económica, consolidando un modelo basado en una menor presión fiscal, una política regulatoria más contenida y una Administración más eficiente en la asignación de recursos públicos. Desde 2008, ningún otro territorio ha conseguido disputar este liderazgo.

			Entre las mejoras más destacables, se encuentra el caso de Andalucía, que continúa su evolución positiva iniciada en los últimos años, con una reducción de la carga fiscal regional y cierta racionalización del gasto. La Rioja y Baleares se mantienen en los primeros puestos, aunque con señales de alerta en términos de gasto público y presión fiscal creciente. En el extremo opuesto, continúan en los últimos lugares del ranking regiones como Extremadura, Asturias, Castilla y León y Castilla-La Mancha. Navarra continúa la tendencia a empeorar ya indicada en las anteriores ediciones del índice, pasando a ocupar el puesto número 12.

			Un análisis global del índice confirma, una vez más, una fuerte correlación entre libertad económica y prosperidad. Las Comunidades Autónomas con marcos institucionales más abiertos, menor presencia del sector público y estructuras fiscales menos gravosas tienden a mostrar un mayor dinamismo económico, mayor creación de empleo privado y mejores niveles de inversión. Este patrón, ampliamente validado por la literatura internacional, se confirma en el caso español incluso cuando se controlan factores históricos y estructurales. La dirección de la causalidad es también consistente con los estudios más rigurosos: es la libertad económica la que impulsa la riqueza, no al revés.

			Una cuestión que se ha debatido ampliamente en España es si todas las Comunidades Autónomas tienen los mismos grados de libertad a la hora de diseñar sus políticas económicas o si estas vienen condicionadas por su posición relativa en términos de PIB y renta per cápita. Se ha defendido, en concreto, la idea de que solo las regiones más ricas del país tienen capacidad para llevar a cabo políticas que reduzcan el esfuerzo fiscal que soportan las personas y las empresas que en ellas residen. En cambio una región con niveles de renta e ingresos fiscales relativamente reducidos no podría eliminar impuestos o rebajar sus tipos de gravamen, ya que esto supondría una reducción de ingresos fiscales que le impediría alcanzar el nivel de gasto público necesario para ofrecer a sus residentes los servicios básicos (p. ej., en sanidad, en educación, etc.); problema que no se plantearía a las regiones más ricas del país; y, en concreto, a Madrid que es acusada a menudo de llevar a cabo políticas de reducción de impuestos debido a su más elevado nivel de renta.

			El argumento, sin embargo, es erróneo; y la comparación internacional muestra cómo el nivel de renta no es la variable determinante para que una concreta entidad subnacional (un Estado, una provincia o una Comunidad Autónoma, según los países) lleve a cabo políticas más o menos liberales y establezca mayores o menores niveles de presión fiscal. Lo que la experiencia internacional indica es que ocupar una posición más o menos elevada en un índice regional de libertad económica no viene determinado por el nivel de renta de dicha entidad, sino por las políticas económicas que, a lo largo del tiempo vayan aplicando sus gobiernos; y que políticas de rebajas de impuestos y normas regulatorias que ofrecen mayores facilidades a la actividad empresarial son, de hecho, utilizados como instrumentos para elevar el nivel de desarrollo de territorios con niveles de renta relativamente bajos.

			Si se analizan los datos de la última edición del índice Economic Freedom of North America (publicada en 2025, con datos de 2023) se observa que el Estado que encabeza el índice, New Hampshire, es ciertamente un Estado relativamente rico (el 4.º de los 50 Estados de la Unión en renta per cápita). Pero los siguientes en el ranking son Estados situados en puestos alejados de los primeros en esta variable. Así Dakota del Sur ocupa el puesto 2.º en el índice y el 32.º en renta; Oklahoma se sitúa en el 4.º puesto en el índice y en el 45.º en renta; y Carolina del Sur está en el puesto 5.º en el índice y en el 40.º en renta per cápita. Por el contrario, Massachusetts, un Estado limítrofe con New Hampshire, es el Estado más rico de la Unión, pero ocupa el puesto 32.º en el índice. Y California, el 5.º Estado más rico del país, se encuentra en el puesto 44.º del índice. Es decir, los datos no afirman en absoluto que los Estados de mayor renta reduzcan su presión fiscal; y que los relativamente más pobres cobren impuestos más elevados por no poder hacer rebajas fiscales. Lo que muestran es, por el contrario, que es posible llevar a cabo una política económica más liberal con cualquier nivel de renta. Y este principio es también perfectamente aplicable a las Comunidades Autónomas españolas. Pero lo que apreciamos en España es que regiones como Extremadura o Asturias lejos de aplicar estrategias de mayor libertad de mercado y menor presión fiscal, son Comunidades altamente dependientes de las transferencias y del empleo público, lo que contribuye a explicar su escaso atractivo para la inversión empresarial y su estancamiento económico.

			Es importante destacar que los efectos de las políticas autonómicas no se reflejan de forma inmediata en las cifras del PIB o empleo. El impacto de una mejora o un deterioro en la libertad económica se manifiesta a medio y largo plazo. Pero los datos acumulados desde 2008 permiten establecer con claridad que aquellas Comunidades que han apostado por modelos más liberales, con menos intervención estatal y una mejor orientación del gasto, han sido capaces de aumentar su competitividad, atraer inversión privada y elevar progresivamente su nivel de vida relativo.

			La evolución de ciertos indicadores —﻿como educación o sanidad﻿— está determinada en parte por políticas de largo recorrido, y no siempre es posible atribuir sus resultados a una legislatura concreta. Sin embargo, sí es posible evaluar si una Comunidad ha optado por mantener o revertir ciertas tendencias, si ha reforzado su dependencia del Estado o ha buscado fórmulas innovadoras para mejorar los servicios sin aumentar el gasto ni restringir la libertad de elección de los ciudadanos.

			En este sentido, es fundamental entender el índice como un medidor del nivel de intervención del sector público en la economía de cada comunidad. La mejora de una región en el ranking indica, por tanto, una reducción relativa del peso del Estado autonómico en la vida económica de sus ciudadanos. Para quienes valoran positivamente la libertad de mercado, la competencia institucional y la autonomía individual, esta mejora es deseable. Para quienes creen que el Estado debe dirigir y redistribuir más intensamente la riqueza, el resultado será interpretado de forma distinta. Pero el dato, en sí mismo, es objetivo: refleja cuánto interviene el poder público en cada territorio.

			Las diferencias regionales en renta y desarrollo en España siguen siendo uno de los grandes desafíos del país. La descentralización política de las últimas cinco décadas ha permitido observar con claridad el impacto de distintas estrategias de política económica. Y aunque la historia, la geografía o la estructura productiva siguen influyendo, cada vez resulta más evidente que la libertad económica es uno de los factores que más pesan en el desempeño relativo de las Comunidades Autónomas.

			Por eso, La Libertad Económica en España (2026) ofrece un marco de análisis que puede servir de guía para la formulación de políticas públicas. A partir de sus resultados, es posible examinar qué regiones están creando condiciones favorables para el crecimiento económico y cuáles mantienen modelos en los que la intervención estatal y las políticas asistenciales tienen un papel predominante frente al mercado y al emprendimiento.

		

	
		
			
			METODOLOGÍA UTILIZADA PARA LA ELABORACIÓN DEL ÍNDICE

			Las fuentes que se han utilizado para este trabajo se encuentran detalladas al final de esta nota metodológica. A continuación, se presentan los aspectos metodológicos de mayor relevancia.

			En relación con la información considerada en la elaboración de las variables, hay que destacar que se ha trabajado con datos de acceso público y de carácter oficial, actualizados hasta el año 2023, o en su defecto, hasta el último año con información disponible. Esto último es muy importante, ya que hay que tener presente que muchas estadísticas oficiales salen con mucho desfase temporal.

			Si se observan los distintos índices a nivel mundial, se constata que existen diferentes técnicas a la hora de confeccionar los indicadores. En algunos casos, se concede mayor importancia a unas variables sobre otras, y, en otros casos se da el mismo peso a todas. En el presente estudio, se ha optado por no incluir ponderación alguna en la realización del Índice, en aras de acotar lo máximo posible el grado de subjetividad del equipo investigador. A su vez, todas las variables tienen el mismo peso en la construcción de los indicadores.

			En el presente trabajo se han estudiado dos aspectos de la intervención pública en el ámbito de las Comunidades Autónomas:

			•La regulación de las actividades económicas.

			•La dimensión de las Administraciones Públicas de las Comunidades Autónomas, su papel en el suministro de bienes públicos y bienes preferentes y su financiación.

			En la elaboración del Índice de Libertad Económica (ILE) se han combinado doce indicadores que se corresponden con los dos aspectos antes mencionados: la regulación y la dimensión del sector público. En particular, el ILE se calcula como la media de los valores obtenidos en los doce indicadores parciales:
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			Donde el subíndice i representa a cada uno de los doce indicadores I (i = 1, 2, ..., 12).

			En todos los casos los resultados se han normalizado en valores de 0 (indica mayor grado de libertad económica) a 1 (indica menor nivel de libertad). En general, la fórmula de normalización utilizada es la siguiente:

			Vinorm = (Valori – Vmin) / (Vmáx – Vmin)

			Existen variaciones en la fórmula según el indicador de que se trate, pues algunas variables indican que a mayor valor menor libertad económica y en otros indicadores se da el resultado inverso, por lo que hay que invertir la fórmula de normalización.

			Una vez calculadas las variables se obtienen los indicadores. Esto se realiza —﻿como se ha explicado﻿— sin ponderación alguna y según el número y tipo de variables que tenga el indicador. Por último, si el indicador tiene más de una variable y de distinto tipo, se obtiene, en primer lugar, la media de cada uno de los tipos de variable, y luego la media entre la media de las variables de resultado y la media de las variables de regulación directa.

			1. REGULACIÓN AUTONÓMICA

			Para el estudio de las diferencias regulatorias entre las Comunidades Autónomas españolas se han escogido sectores en los que se dan simultáneamente dos características: en primer lugar, que las Comunidades tengan competencia regulatoria y hayan hecho uso en la práctica de tal competencia; y, en segundo lugar, que las diferencias de regulación sean lo suficientemente significativas como para que los agentes económicos —﻿empresas y consumidores﻿— se vean afectados de forma relevante por ellas. En la mayoría de los sectores analizados existe una normativa estatal básica que actúa como marco general y un espacio para el desarrollo de la regulación autonómica que, con frecuencia, se realiza mediante desarrollos reglamentarios.

			2. INDICADORES Y VARIABLES DE REGULACIÓN

			A partir de una serie de indicadores, se ha analizado el mayor o menor grado de actividad regulatoria en cada Administración autonómica. Esta parte del Índice incluye seis sectores: comercio, educación, medio ambiente, movilidad, sanidad y vivienda.

			Los indicadores se han construido a partir de variables contenidas en cada uno de ellos. Así, hay indicadores simples o compuestos, según incluyan una o más variables. En el caso de los indicadores de regulación, todos son multivariables y, en cambio, los indicadores de sector público contienen una sola variable.

			Se han considerado dos tipos de variables para la confección de los indicadores:

			•Variables de resultado: estas variables intentan recoger diferencias, a través los outputs que arrojan las regulaciones autonómicas de los distintos sectores, es decir, los datos que reflejen resultados obtenidos con una determinada normativa.

			•Variables de regulación directa: estas variables tratan de captar las diferencias en la regulación, identificando rasgos distintivos en la propia normativa autonómica. Este tipo de variables solo aparece en los indicadores de regulación.

			2.1. Indicador de comercio

			Cuando las barreras administrativas para desarrollar un negocio resultan muy elevadas en términos de coste y tiempo, gran parte de la actividad económica se retrae o prefiere permanecer en la informalidad.

			Las CC.AA. tienen competencias plenas en materia de comercio sin perjuicio de las competencias del Estado en la ordenación de la actividad económica. Esta distribución competencial supone, en la práctica, que el Estado dicta una normativa de carácter general dejando a las CC.AA. amplias capacidades de regulación, así como de modular la ejecución de toda la normativa.

			Las CC.AA. despliegan su actividad reguladora no solo a través de los instrumentos clásicos (leyes y reglamentos), sino también a través de los planes de equipamiento comercial, verdaderas herramientas de planificación económica que tratan de casar ofertas y demandas estimadas estableciendo el número de comercios que se podrán abrir en el futuro.

			En el sector del comercio, se estudian aspectos de la libertad de apertura de establecimientos comerciales (dos variables que se distinguen según el tamaño del establecimiento, grande o mediano); de la libertad de establecimiento de negocios; y de la libertad de horarios comerciales y apertura en festivos. Para la elaboración de todas estas variables se ha hecho un análisis riguroso de toda la normativa autonómica de cada una de las regiones sobre estas materias con el fin de cuantificar las diferencias existentes entre las CC.AA. a la hora de establecer los distintos tipos de establecimientos.

			Las variables incluidas son tres:

			1. Grandes establecimientos: superficie que califica a un establecimiento como «grande» en relación con el número de habitantes y que, por tanto, queda sometido a una legislación especial (cuyo elemento principal es la exigencia de una licencia adicional, aunque gracias a los cambios en normativa comercial que han devenido obligatorios para las CC.AA. por la aplicación de la Directiva Europea pertinente, la mayoría de las regiones han eliminado la segunda licencia).

			En principio, en la mayoría de las definiciones autonómicas de gran establecimiento comercial, dejando a un lado el tratamiento que se hace de establecimientos dedicados a ventas específicas y otras particularidades, encontramos el criterio común de otorgar tal calificación a los establecimientos dedicados al comercio en función de la superficie de venta y la población del municipio. Es decir, tomando como base el número de habitantes, se recoge una superficie útil determinante en consideración de gran establecimiento comercial. De esta manera cada Comunidad Autónoma cuenta con unos referentes de población y superficie diferentes. Hay algunas regiones que no siguen ese criterio de superficie/población, sino que emplean otros mecanismos para distinguir los distintos tipos de establecimiento. Así, por ejemplo, las CC.AA. insulares establecen la categoría de gran establecimiento según la superficie en relación con la ubicación del establecimiento dentro del territorio de la C.A. (la superficie útil de un gran establecimiento es distinta en cada isla de la Comunidad). Cabe reiterar que algunas variables de este indicador, en especial la de «gran establecimiento», han experimentado importantes cambios debido a las reformas en la legislación comercial realizadas para adaptar las normativas autonómicas a la europea. Debido a ello, la mayor parte de la legislación autonómica se ha homogeneizado y esto relacionado con el criterio de superficie/población seguido en esta variable ha transformado los resultados obtenidos.

			2. Establecimientos medianos: superficie que califica a un establecimiento como «mediano» en relación con el número de habitantes. Tan solo una Comunidad Autónoma realiza una definición de establecimiento comercial mediano relevante a los efectos de autorizaciones de instalación. Además, es necesario poner de relieve el hecho de que estas definiciones de establecimientos comerciales medianos se asocian a un incremento de requisitos respecto de su apertura.

			3. Horarios comerciales: número de domingos y festivos abiertos por C.A. Si bien la mayoría de las CC.AA. fijan el mismo número de festivos de apertura por parte de los grandes y medianos establecimientos comerciales, hay algunas que han ampliado sustancialmente ese número de domingos y festivos con posibilidad de atención al público. A partir del calendario de apertura comercial en festivos de 2023, elaborado por el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, se ha construido esta variable.

			2.2. Indicador de educación

			El peso de la educación privada y concertada varía según la Comunidad Autónoma debido tanto a su tradición histórica como a su propia regulación. Así, la menor actividad regulatoria del Estado implica una mayor presencia de la iniciativa privada; y, en el otro extremo, la titularidad pública de los centros educativos supone un mayor grado de intervención del sector público en el sistema educativo.

			Se han utilizado las fuentes del Ministerio de Educación y Formación Profesional, «Estadística del Gasto Público en Educación de 2023», correspondiente al curso escolar 2022-2023, para la obtención de los datos necesarios relativos a gastos y transferencias, y «Estadística de las Enseñanzas no universitarias de 2023», para los valores referentes al alumnado.

			Con respecto a este indicador se han elaborado cuatro variables:

			1. Gasto centros: transferencias a centros concertados 2023 / gasto total educación 2023.

			Se calcula sobre la base del total de transferencias que ha realizado el gobierno de cada C.A. a centros de enseñanza privados (concertados) en el año 2023, dividido por el gasto total dedicado por las CC.AA. a educación para

			
			
			
			
			
			
			2.3. Indicador de medio ambiente

			
			
			
			
			2.4 Indicador de movilidad
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